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Solicitud	formal	de	denegación	de	prórroga	a	España
—	INFR(2014)4334	—
Coalición	de	organizaciones	y	colectivos	de	empleados	públicos	afectados	por	el	abuso	de	temporalidad	en	el	sector
público	español

A	la	atención	de	D.	Eduardo	Gómez	Casado
Consejero	Económico	(European	Semester	Officer)
Representación	de	la	Comisión	Europea	en	España
Paseo	de	la	Castellana,	46	—	28046	Madrid
Madrid,	2	de	julio	de	2026

Asunto:	Remisión	del	asunto	al	Tribunal	de	 Justicia	de	 la	Unión	Europea	y	mantenimiento	de	 la	suspensión	de
fondos	vinculada	al	Hito	144	(626	M€)

Estimado	Sr.	Gómez	Casado:

Nos	dirigimos	a	usted	en	representación	de	las	organizaciones,	sindicatos	y	colectivos	firmantes	de	la
coalición	 «Líneas	 Rojas	 Innegociables»,	 que	 aglutina	 a	 más	 de	 cincuenta	 organizaciones	 de
empleados	 públicos	 afectados	 por	 el	 abuso	 de	 la	 temporalidad	 en	 las	 Administraciones	 españolas,
para	trasladarle	una	petición	taxativa	ante	la	solicitud	de	prórroga	que	el	Gobierno	español	acaba	de
remitir	a	la	Comisión.

El	procedimiento	de	infracción	INFR(2014)4334	se	inició	mediante	carta	de	emplazamiento	el	26	de
febrero	de	2015.	Más	de	once	años	después,	el	pasado	29	de	abril	de	2026,	 la	Comisión	remitió	a
España	el	correspondiente	dictamen	motivado,	otorgándole	un	plazo	de	dos	meses	que	expiró	el	29
de	junio	sin	que	el	Gobierno	presentara	medida	alguna	destinada	a	dar	cumplimiento	efectivo	a	sus
obligaciones.	Al	día	siguiente,	el	Ejecutivo	español	solicitó	formalmente	una	prórroga	hasta	el	27	de
marzo	de	2027,	es	decir,	casi	nueve	meses	adicionales.	A	ello	se	añade	que	la	suspensión	de	los	626
millones	de	euros	vinculados	al	Hito	144,	acordada	en	julio	de	2025	junto	con	un	plazo	de	seis	meses
para	regularizar	la	situación,	continúa	a	día	de	hoy	sin	resolverse.

Esta	 solicitud	 de	 prórroga	 debe	 además	 analizarse	 en	 el	 contexto	 de	 la	 extraordinaria	 duración
acumulada	por	los	procedimientos	de	infracción	abiertos	contra	España	en	aplicación	de	la	Directiva
1999/70/CE.	 El	 mismo	 29	 de	 abril	 de	 2026,	 la	 Comisión	 remitió	 también	 dictamen	 motivado	 en	 el
procedimiento	INFR(2014)4224,	relativo	a	la	discriminación	de	los	trabajadores	temporales	frente	a
los	 fijos:	 ambos	 expedientes,	 iniciados	 en	 2014	 y	 2015	 respectivamente,	 constituyen	 los
procedimientos	 de	 infracción	 más	 antiguos	 actualmente	 abiertos	 en	 esta	 materia	 y	 acumulan
periodos	 excepcionalmente	 prolongados	 sin	 una	 resolución	 definitiva.	 Como	 trasladamos	 a	 la
Comisión	Europea	durante	la	reunión	celebrada	el	25	de	marzo	de	2026,	en	el	informe	que	entonces
entregamos	 pusimos	 de	 manifiesto	 que	 ambos	 procedimientos	 presentan	 una	 evolución	 singular
dentro	 del	 conjunto	 de	 expedientes	 europeos	 relativos	 a	 esta	 Directiva,	 hasta	 el	 punto	 de	 haberse
convertido	en	una	anomalía	procedimental	difícilmente	explicable	para	quienes	seguimos	sufriendo
las	consecuencias	del	incumplimiento.



Entendemos	 que	 las	 actuaciones	 posteriores	 de	 la	 Comisión,	 incluido	 el	 avance	 de	 ambos
procedimientos	 al	 estadio	 de	 dictamen	 motivado	 y	 el	 mantenimiento	 de	 la	 suspensión	 vinculada	 al
Hito	 144,	 demuestran	 que	 la	 gravedad	 de	 la	 situación	 era	 sobradamente	 conocida	 y	 estaba
suficientemente	documentada.	Precisamente	por	ello,	consideramos	que	el	momento	actual	exige	una
decisión	definitiva	y	no	una	nueva	prolongación	temporal	de	un	problema	cuya	existencia	ha	quedado
plenamente	 acreditada.	 España	 ha	 dispuesto	 de	 tiempo	 más	 que	 suficiente	 para	 actuar:	 conceder
ahora	 un	 nuevo	 plazo	 no	 constituye	 un	 mero	 trámite	 administrativo,	 sino	 que	 supone	 seguir
añadiendo	tiempo	a	una	situación	que	afecta	directamente	a	las	personas.

Cada	 mes	 adicional	 de	 prórroga	 implica	 nuevos	 ceses	 sin	 indemnización	 efectiva	 para	 empleados
públicos	con	años,	y	en	muchos	casos	décadas,	de	servicio,	a	quienes	—como	la	propia	Comisión	ha
constatado—	se	compensa	exactamente	igual	que	si	no	hubieran	trabajado	ni	un	solo	día:	cero	euros.
Supone	también	prolongar	procesos	de	estabilización	que	el	Tribunal	de	Justicia	de	la	Unión	Europea,
reunido	en	Gran	Sala,	ha	considerado	insuficientes	como	mecanismo	de	sanción	del	abuso,	así	como
seguir	 exponiendo	 a	 miles	 de	 trabajadores	 a	 la	 denegación	 sistemática	 de	 sus	 derechos	 en	 los
tribunales	 españoles,	 a	 la	 imposición	 de	 costas	 judiciales	 y	 a	 situaciones	 de	 empobrecimiento	 sin
salida.

Esta	 cadena	 de	 nombramientos	 y	 contratos	 sucesivos,	 mantenida	 durante	 años	 sin	 solución	 de
continuidad,	 resulta	 especialmente	 lesiva	 en	 ámbitos	 esenciales	 como	 la	 sanidad	 y	 la	 educación
públicas,	 donde	 compromete	 la	 estabilidad	 asistencial	 y	 docente	 y	 dificulta	 el	 correcto
funcionamiento	de	unos	servicios	públicos	que	constituyen	uno	de	 los	pilares	 fundamentales	de	un
Estado	 social	 y	 democrático	 de	 Derecho,	 tal	 y	 como	 proclama	 el	 artículo	 1	 de	 la	 Constitución
Española.

Durante	 todos	 estos	 años,	 las	 personas	 afectadas	 han	 cumplido	 con	 su	 parte.	 Han	 denunciado,
litigado,	aportado	información	a	las	instituciones	europeas,	comparecido	ante	la	Comisión,	acudido	a
los	 tribunales	 nacionales	 y	 europeos	 y	 esperado	 pacientemente	 el	 resultado	 de	 los	 procedimientos
abiertos.	Sin	embargo,	 el	paso	del	 tiempo	no	ha	detenido	 los	 ceses,	ni	 la	pérdida	de	empleo,	ni	 el
deterioro	económico	y	personal	de	miles	de	trabajadores	y	trabajadoras.

Por	 ello,	 la	 cuestión	 ya	 no	 puede	 contemplarse	 únicamente	 desde	 una	 perspectiva	 procedimental.
Detrás	de	cada	nueva	ampliación	de	plazo	existen	personas	concretas	cuyos	derechos	continúan	sin
recibir	 una	 tutela	 efectiva	 después	 de	 más	 de	 una	 década	 de	 tramitación	 administrativa	 y	 de	 casi
veintisiete	 años	 desde	 la	 aprobación	 de	 la	 Directiva	 1999/70/CE.	 No	 nos	 encontramos	 ante	 una
situación	abstracta	sobre	la	que	pueda	seguir	dilatándose	el	tiempo	sin	consecuencias:	hablamos	de
Administraciones	Públicas	que	durante	décadas	han	recurrido	de	forma	sistemática	a	la	temporalidad
abusiva	 y	 que,	 durante	 los	 últimos	 años,	 han	 podido	 prescindir	 de	 personal	 con	 décadas	 de
experiencia	sin	asumir	prácticamente	ningún	coste	por	ello.	Calificar	esta	situación	de	aberración	en
materia	de	derechos	laborales	no	constituye	una	exageración;	si	acaso,	supone	quedarse	corto.

La	 Comisión	 Europea	 es	 la	 garante	 del	 cumplimiento	 del	 Derecho	 de	 la	 Unión	 por	 parte	 de	 los
Estados	 miembros,	 y	 esa	 función	 no	 puede	 quedar	 subordinada	 a	 la	 conveniencia	 política	 de	 un
gobierno	que,	durante	más	de	una	década,	no	ha	dado	respuesta	efectiva	a	esta	situación	y	que,	pese
a	 la	 presión	 sostenida	 de	 los	 propios	 trabajadores	 afectados,	 ha	 continuado	 cesando	 personal	 sin
solución.	 Si	 concede	 a	 España	 una	 nueva	 ampliación	 de	 plazo	 en	 estas	 circunstancias,	 contribuirá
objetivamente	 a	 la	 prolongación	 de	 una	 situación	 que	 el	 propio	 Tribunal	 de	 Justicia	 de	 la	 Unión
Europea	 —en	 Gran	 Sala	 y,	 más	 recientemente,	 a	 través	 de	 la	 sentencia	 Obadal	 (C-418/24)—	 ha
declarado	contraria	al	Derecho	de	la	Unión.	La	Comisión	no	puede	perder	de	vista	que	el	origen	y	la
razón	 de	 ser	 de	 este	 procedimiento	 de	 infracción	 reside	 precisamente	 en	 la	 protección	 de	 los
derechos	de	las	personas	afectadas:	quienes	durante	años	han	soportado	situaciones	de	abuso,	han
promovido	denuncias	y	han	sostenido	los	litigios	que	dieron	lugar	a	estos	procedimientos	no	pueden
convertirse	ahora	en	los	perjudicados	de	una	nueva	ampliación	de	los	plazos.



Además,	las	organizaciones	firmantes	comparecimos	ante	el	Congreso	de	los	Diputados	el	pasado	23
de	 junio,	 ocasión	 en	 la	 que	 registramos	 también	 ante	 el	 Grupo	 Parlamentario	 Socialista	 un
documento	 que	 traslada	 tanto	 nuestras	 líneas	 rojas	 innegociables	 como	 el	 marco	 jurídico	 europeo
aplicable	 —la	 jurisprudencia	 del	 Tribunal	 de	 Justicia,	 con	 Obadal	 como	 último	 hito—	 del	 que	 el
Gobierno	 no	 puede	 apartarse,	 por	 constituir	 el	 marco	 normativo	 vinculante	 ante	 el	 que	 debe
responder,	 tanto	 en	 sede	 parlamentaria	 como	 ante	 esta	 Comisión.	 Dichas	 líneas	 rojas	 exigen	 una
reparación	 efectiva	 para	 todas	 las	 víctimas	 del	 abuso,	 la	 implantación	 de	 medidas	 sancionadoras
reales	 frente	 a	 las	 Administraciones	 responsables	 y	 la	 adopción	 de	 una	 solución	 que	 elimine
plenamente	 las	 consecuencias	 de	 la	 infracción	 declarada,	 tanto	 para	 quienes	 continúan	 prestando
servicios	como	para	quienes	ya	han	sido	cesados.

Por	todo	ello,	solicitamos	formalmente	a	la	Comisión	Europea:

1.	 Que	no	conceda	a	España	la	prórroga	solicitada	hasta	el	27	de	marzo	de	2027,	ni	ninguna	otra,	en
el	 procedimiento	 de	 infracción	 INFR(2014)4334,	 y	 que	 proceda	 a	 su	 remisión	 al	 Tribunal	 de
Justicia	de	la	Unión	Europea	sin	más	demora.

2.	 Que	mantenga	íntegra	la	suspensión	de	los	626	millones	de	euros	vinculados	al	Hito	144	hasta	que
se	 verifique	 el	 cumplimiento	 efectivo	 —no	 meramente	 formal—	 de	 la	 cláusula	 5ª	 del	 Acuerdo
Marco	anexo	a	la	Directiva	1999/70/CE.

3.	 Que,	 en	 caso	 de	 contemplarse	 excepcionalmente	 cualquier	 ampliación	 de	 plazo,	 esta	 tenga
carácter	 limitado	e	 improrrogable	y	quede	condicionada	a	 la	presentación	y	aprobación	efectiva
de	un	marco	normativo	plenamente	conforme	con	la	Directiva	1999/70/CE	y	con	la	jurisprudencia
del	Tribunal	de	Justicia	de	la	Unión	Europea,	que	contemple	medidas	efectivas	para	sancionar	el
abuso	 de	 temporalidad,	 elimine	 sus	 consecuencias,	 garantice	 una	 reparación	 íntegra	 y
proporcional	 para	 todas	 las	 víctimas	 —incluidas	 las	 ya	 cesadas—,	 establezca	 responsabilidades
concretas	frente	a	las	Administraciones	infractoras	y	garantice	una	aplicación	efectiva,	automática
e	idéntica	en	sanidad,	educación,	justicia	y	administración	general,	sin	excepciones	ni	resquicios
para	ninguna	Administración	Pública.

4.	 Que	 la	 Comisión	 exija	 que	 cualquier	 propuesta	 normativa	 presentada	 por	 el	 Reino	 de	 España
elimine	 efectivamente	 las	 consecuencias	 del	 abuso	 de	 temporalidad	 declaradas	 contrarias	 al
Derecho	de	la	Unión,	garantizando	una	estabilidad	real	y	efectiva	para	las	víctimas	del	abuso	o,	en
su	 defecto,	 medidas	 equivalentes	 que	 cumplan	 plenamente	 los	 criterios	 de	 efectividad,
proporcionalidad	y	efecto	disuasorio	exigidos	por	 la	 jurisprudencia	del	Tribunal	de	Justicia	de	la
Unión	Europea.

5.	 Que	 la	 Comisión	 valore	 expresamente	 la	 extraordinaria	 duración	 de	 los	 procedimientos
INFR(2014)4224	e	INFR(2014)4334	y	el	perjuicio	continuado	que	dicha	duración	ha	ocasionado	a
las	 personas	 afectadas,	 considerando	 esta	 circunstancia	 al	 decidir	 sobre	 cualquier	 eventual
ampliación	de	plazo.

6.	 La	 celebración	 de	 una	 reunión	 urgente	 con	 esta	 coalición	 para	 trasladar	 directamente	 nuestra
valoración	 y	 conocer	 la	 posición	de	 la	Comisión	 ante	 las	 actuaciones	 recientemente	 anunciadas
por	el	Gobierno	español.



De	 no	 producirse	 actuaciones	 acordes	 con	 la	 gravedad	 y	 prolongación	 de	 las	 infracciones
denunciadas,	 las	 organizaciones	 firmantes	 nos	 veremos	 en	 la	 obligación	 de	 intensificar	 nuestras
acciones	 institucionales,	 jurídicas,	 sociales	 y	 de	 movilización	 en	 defensa	 de	 nuestros	 derechos	 —
extendiéndolas,	si	fuera	necesario,	a	las	propias	sedes	de	la	Comisión	Europea—	para	visibilizar	una
situación	que	continúa	afectando	a	cientos	de	miles	de	empleados	públicos	en	España.	No	es	nuestra
intención	señalar	a	la	Comisión	como	responsable	de	un	incumplimiento	que	corresponde	al	Gobierno
español;	pero	si,	tras	más	de	una	década	de	inacción	gubernamental	y	de	ceses	continuados	incluso
ante	 la	 presión	 sostenida	 de	 los	 propios	 trabajadores,	 la	 Comisión	 optara	 ahora	 por	 conceder	 una
nueva	 prórroga,	 sería	 la	 propia	 Comisión	 quien	 asumiría,	 ante	 quienes	 representamos,	 la
responsabilidad	última	de	seguir	prolongando	una	situación	que	ya	no	depende	de	nuestra	voluntad,
sino	de	la	firmeza	de	quien	debe	hacer	cumplir	el	Derecho	de	la	Unión.

Confiamos,	no	obstante,	en	que	la	Comisión	Europea	actúe	con	la	firmeza	que	exige	la	gravedad	de	la
situación	y	adopte	las	decisiones	necesarias	para	garantizar	el	pleno	respeto	del	Derecho	de	la	Unión
y	de	los	derechos	de	las	personas	afectadas.

Atentamente,
Coalición	«Líneas	Rojas	Innegociables»
[organizaciones	adheridas]


